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SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
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“2026, Año del Bicentenario de la Promulgación de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí”.
TOCA 130/2025-1
EXP. 658/2025-1

RECURSO DE APELACIÓN: ******/2025/SS-1.
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO: ******/2025/1.
PARTE ACTORA: ******.
AUTORIDADES DEMANDADAS Y RECURRENTES: 1) JUNTA DIRECTIVA Y, 2) DIRECTOR GENERAL; AMBAS DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiséis de mayo de dos mil veintiséis. 

V I S T O S para resolver los autos del toca ******/2025/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintisiete de noviembre de dos mil veinticinco por ******, en su carácter de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de veintinueve de octubre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo ******; turnados a ésta Sala Superior el tres de diciembre siguiente, mediante el oficio ******, signado por el Secretario de Acuerdos de dicha Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO. Se declara la NULIDAD de la resolución contenida en el oficio número ****** de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, dictada por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, que impugnó la parte actora, para los efectos precisados en el Considerando Sexto de este fallo. 

[…]”

II.- Inconforme con la referida determinación, ******, con el carácter antes mencionado, interpuso recurso de apelación, mediante oficio presentado el veintisiete de noviembre de dos mil veinticinco, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el tres de diciembre siguiente; atendiendo a que por auto de uno del mismo mes ya año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación con las constancias que integran el expediente ******. 
III.- Por acuerdo de nueve de diciembre de dos mil veinticinco
, se radicó la apelación bajo el consecutivo ******/2025/SS-1; se admitió a trámite y se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la parte actora, ******, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere. 
IV.- En proveído de ocho de enero de dos mil veintiséis
 se recibió escrito signado por ******, autorizado de la parte actora ******, mediante el cual desahogó la vista otorgada en el auto de admisión respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada; y visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de cuantía indeterminada; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 
Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 
En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 
Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 
Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de la autoridad demandada, ******, en su carácter de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, personalidad que acreditó en el juicio de origen con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor
, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo de este Estado
.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida les fue notificada a las autoridades demandadas el doce de noviembre de dos mil veinticinco, por lo que dicha notificación surtió efectos el dieciocho siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del diecinueve de noviembre al nueve de diciembre de dos mil veinticinco; sin contar los días veintidós, veintitrés, veintinueve y treinta de noviembre, seis y siete de diciembre de dos mil veinticinco, por haber sido inhábiles (sábados y domingos), conforme al artículo 15 del Código Procesal Administrativo Para el Estado de San Luis Potosí; por lo que si el recurso de apelación se presentó el veintisiete de noviembre del año próximo pasado, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la apelante se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por la autoridad demandada, ******, en su carácter de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado; es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.

En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de cuantía indeterminada;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el asunto sea de cuantía indeterminada; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia y violaciones procesales; resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.

Ahora bien, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que la parte actora en el juicio de origen, combatió el oficio ****** de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, dictado por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual, resolvió como improcedente el otorgamiento de pensión por viudez y orfandad.
De lo anterior se advierte, que este asunto es de cuantía indeterminada; es decir, el oficio ******, en el que se declara improcedente el otorgamiento de pensión por viudez y orfandad solicitada por la parte actora; por lo tanto, el recurso intentado resulta procedente conforme a la fracción II, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO.- Estudio. Son inoperantes los agravios emitidos por la autoridad apelante; por ende, ineficaces para revocar el fallo impugnado.
En la resolución de veintinueve de octubre de dos mil veinticinco, emitido por la Primera Sala Unitaria en el expediente 658/2025/1, se declaró la ilegalidad del oficio ****** de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, dictado por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual, resolvió improcedente el otorgamiento de pensión por viudez y orfandad; al considerar sustancialmente lo siguiente:

En primer término, previo a analizar del fondo del asunto, la A quo destacó que la autoridad demandada, en el capítulo denominado “EXCEPCIONES Y DEFENSAS”, esgrimió argumentos relativos a que la actora no exhibió los requisitos para acreditar la procedencia de la solicitud; sin embargo señaló, que guardaban relación con el estudio de fondo del acto impugnado, pues tendían a sostener la legalidad del mismo, lo cual sería motivo de estudio al resolver fondo.
Por otra parte añadió, que la enjuiciada hizo valer que el diverso actor ******, no formuló solicitud alguna, por lo que carecía de interés jurídico en el juicio; lo cual dijo, resultaba infundado, toda vez que, de la resolución impugnada se advertía que se resolvió de improcedente la pensión por orfandad a favor de ******, que dicho acto le causaba perjuicios, ya que le impidió gozar de la pensión que alega corresponderle; por tanto, resultaba indudable el interés jurídico que le asistía al diverso actor para promover el juicio de nulidad, a fin de que se analizara si el acto impugnado era contrario a la ley, y por ende violatorio de sus derechos.
Establecido lo anterior, al abordar el estudio de los conceptos de impugnación, la Sala de Origen declaró infundados los relacionados con la falta de fundamentación y motivación de la resolución impugnado.

Precisó, que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como los numerales 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en los que se señala que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que, en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo.
Añadió, que las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión, que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.
Por lo que reitero, que a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos, que dichas exigencias tienen como propósito que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica, lo cual respaldo en la siguiente tesis: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS.”
Establecido lo anterior, la Primera Sala Unitaria determinó que la autoridad demandada sí cumplió con el requisito de fundamentación y motivación que prevé el artículo 16, Constitucional, y los diversos numerales 164, fracción V, 165, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues su negativa se sustentó principalmente en lo establecido en el artículo 81, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, que establece que el cónyuge supérstite de un pensionista sólo percibirá pensión cuando se encuentre en cualquiera de los siguientes supuestos: “Se encuentre incapacitado para trabajar, dependa económicamente de la pensión o cuando tenga más de sesenta años de edad.”

Que la enjuiciada motivó su negativa, en que la parte actora no se encontraba en ninguno de los supuestos previstos en la norma, al no haber acompañado documento alguno que acreditara encontrarse incapacitada para trabajar, ni tampoco con documento que determine la dependencia económica, y en cuanto a la hipótesis legal prevista en la fracción III, del numeral 81, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, tocante a que no tenía más de sesenta años al momento del fallecimiento del trabajador pensionado; y, que en relación al hijo del pensionado fallecido, conforme a los supuestos que establece el artículo 80 fracción I, de la Ley de Pensiones, al día del fallecimiento contaba con la edad de 21 años, por lo cual, era necesario que el interesado presentara las constancias con las cuales acreditara estar estudiando en alguna institución autorizada por la Secretaría de Educación Pública.
Por lo tanto, la A quo arribó a la premisa que el acto impugnado se encontraba suficientemente fundado y motivado, ya que la demandada cumplió con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en la resolución controvertida, pues precisó de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que la autoridad tuvo en consideración, así como los dispositivos legales correspondientes, para llegar a la conclusión que no había lugar a declarar procedente la pensión de viudez y de orfandad; por lo que, se cumplió el propósito de que el afectado conociera la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se sustentó la demandada, quedando plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por esa autoridad y alegar en contra de su argumentación jurídica.
Por otra parte, la Resolutora declaró inatendible el argumento consistente en la negativa de la Dirección de Pensiones del Estado a otorgar la devolución de los descuentos realizados al finado ******; pues explicó, que no se encontraba encaminado a combatir las consideraciones y fundamentos establecidos en la resolución impugnada, toda vez que la resolución impugnada tenía su origen en la petición de transmisión de pensión por viudez y orfandad es, no así en la devolución de los descuentos, lo que sustentó en el siguiente criterio: “CONCEPTOS DE VIOLACION INATENDIBLES, SI NO RAZONAN CONTRA EL ACTO IMPUGNADO.”
En ese orden, la Sala de Origen destacó que la parte actora en la instancia administrativa no ofreció ninguna prueba que acreditara que era procedente la pensión por viudez y orfandad, en términos de lo dispuesto en los artículos 80 y 81 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores del Estado.
Además señaló, que conforme a lo previsto en los artículos 273 y 274, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el juicio contencioso administrativo, en concordancia con lo que dispone el diverso numeral 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen reglas sobre la carga de la prueba, que el actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción; lo que dijo, se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción.
Por lo que la A quo explicó, que si bien la parte actora afirmó que dependía económicamente de la pensión de su difunto esposo, le correspondía la carga probatoria; lo cual no realizó ante la instancia administrativa correspondiente, atento a los medios de prueba ofertados; no obstante, de la narrativa de los hechos expuestos en su demanda, de los diversos conceptos de nulidad en los que refirió que la acreditación de la dependencia económica nunca le fue solicitada y que en todo caso le correspondía a la autoridad hacer el estudio para determinar que dependía económicamente del recurso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 fracción VI, último párrafo, de la Ley de Pensiones, que prevé que a fin de acreditar la dependencia económica, mediante instrumentos, estudios y/o procedimientos que establezca la propia Dirección de Pensiones, en coordinación con la Junta Directiva; y de las constancias de autos; en suplencia a la queja de la parte actora, en términos del numeral 248, párrafo tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; advirtió que se vulneró el derecho de garantía de audiencia de la accionante.
Premisa que apoyo en la siguiente tesis: “SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO EL JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS.”

Añadió, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que el derecho de audiencia es correlativo a las formalidades del procedimiento, las que se concretan a: la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; la oportunidad de alegar; y el dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. Lo cual tenía apoyo en los siguientes criterios: “FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.” y “AUDIENCIA, ALCANCE DE LA GARANTIA DE.”
Asimismo señaló, que el artículo 179 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, establece como deber de las autoridades administrativas y, por ende, como derecho de los particulares, admitir las pruebas permitidas por las leyes así como las manifestaciones o alegatos que exponga el particular y tomarlas en cuenta al dictar la resolución correspondiente; y, que el diverso artículo 21, primer párrafo, del citado ordenamiento, establece que cuando los escritos que presenten los interesados no contengan los datos o no cumplan con los requisitos aplicables, las autoridades administrativas deben prevenir a los interesados, por escrito y por una sola vez, para que subsanen la omisión dentro del término que establezca las propias autoridades, el cual no podrá ser menor de cinco días hábiles.
Que en el caso, la Junta Directiva de Pensiones determinó que no era procedente otorgar a la actora la pensión por viudez, en virtud de que no acreditó encontrarse incapacitada para trabajar, ni presentó documento que  demostrara que dependiera económicamente de la pensión; sin embargo, no existe constancia en autos que permitiera advertir que dicha autoridad otorgó a la actora la oportunidad de aportar las pruebas que demostraran que dependía económicamente de la pensión, o que pudiera alegar lo que a su derecho conviniera.
Por otro lado, la Resolutora destacó que el numeral 127 fracción VII, último párrafo de la citada Ley de Pensiones, dispone, que a fin de acreditar la dependencia económica, mediante instrumentos, estudios y/o procedimientos que establezca la propia Dirección de Pensiones, en coordinación con la Junta Directiva, lo que dijo, hacia evidente que dicha autoridad, establecería la dependencia económica, mediante instrumentos, estudios y/o procedimientos.

Por lo que determinó, que si la autoridad demandada señaló como motivos torales el que la actora fue omisa en acreditar su derecho a la pensión de viudez y orfandad, y siendo el caso que no aportó medio de prueba para justificar la dependencia económica; la enjuiciada, en respeto al derecho de audiencia, y en concordancia con lo establecido en los artículos 21 y 179, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, debió requerir a ******, a efecto de que presentara las pruebas correspondientes con las que acreditara encontrarse en las hipótesis que prevé el artículo 81, de la Ley de Pensiones, o por lo menos que alegara lo que a su derecho conviniera respecto de dichos requisitos, lo cual dijo, no realizó.
Además explicó, que si la oportunidad de ofrecer pruebas y alegar en el procedimiento administrativo es un derecho humano de garantía de audiencia, previsto por los artículos 14 y 16 de la Constitución, así como por el artículo 179, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado; aunado a que las autoridades administrativas tienen la obligación de prevenir a los interesados, cuando los escritos que éstos presenten no contengan los datos o no cumplan con los requisitos aplicables, conforme con el artículo 21 del último ordenamiento legal invocado, y no existe constancia en autos que permitiera advertir que la Junta Directiva otorgó a la actora la oportunidad de aportar pruebas o alegara lo que en su derecho conviniera; ello evidenciaba, que se vulneró el derecho humano de la garantía de audiencia.
Establecido lo anterior, la Primera Sala Unitaria determinó que actualizaba la causa de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dicta en contravención de las disposiciones aplicables, esto es, el derecho de garantía de audiencia, en concreto de aportar pruebas, previsto por los artículos 14 y 16 de la Constitución, y su correlativo 179, fracción V, del citado Código.

Por lo que, declaró la ilegalidad de la resolución impugnada; y, con fundamento en el artículo 252, párrafo primero, del Código Procesal Administrativo para el Estado, a efecto de restituir los derechos violados de los accionantes, ordenó a la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado otorgar la oportunidad de aportar pruebas y alegar a los interesados, a efecto de demostrar si se encuentran en las hipótesis contempladas en la fracción I, inciso b), del artículo 80, y las fracciones I y II, del artículo 81, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores del Estado de San Luis Potosí; y, una vez seguido el procedimiento administrativo correspondiente, dictar una nueva resolución.

Síntesis de agravios. En contra de la anterior determinación, la autoridad demandada, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.

1. Señala que la sentencia recurrida no cumple con el principio de congruencia, dado que al analizar los conceptos de impugnación, determina que la autoridad demandada si cumplió con el requisito de fundamentación y motivación al momento de resolver respecto de la solicitud presentada por ******, quien solicitó la transmisión de pensión por orfandad a favor de ******, de quien dice, no recibió solicitud alguna, que la A quo determinó que ****** si acreditó el derecho a la transmisión de la pensión, sin embargo considera, que su madre ya no lo podía representar, dado que contaba con la mayoría de edad y solo a él le corresponde ejercer el derecho que su madre reclamó en el juicio.
Por lo que, considera una falta grave que la Primera Sala del Tribunal, conceda un derecho a quien no lo ha solicitado ante la autoridad administrativa, pues afirma, que ******, no acudió ante la Dirección de Pensiones, a hacer solicitud alguna; y por ende, la determinación de que esa autoridad debía prevenir al interesado para que subsanara la omisión de presentar la constancia de estudios, empero afirma, que para prevenir se necesitaba en forma imprescindible una solicitud para que la autoridad administrativa actúe y que en las constancias de autos no se advierte ningún escrito que acredite que ******, haya acudido ante su representada a hacer solicitud alguna.
2. En su segundo agravio la autoridad recurrente alega que la Sala hace un análisis incongruente, pues dice, que determinó que su representada fue omisa en fundar y motivar al momento de resolver sobre la solicitud presentada por la actora, cuando en un considerando anterior señaló que el acto impugnado si se encontraba debidamente fundado y motivado; que además, estableció que no se cumplió con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, cuando la autoridad que representa, se rigió con lo establecido por la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, que al estudiar la petición de la interesada, se advirtió que no se actualizaban los supuestos previstos dentro del artículo 81 de la ley en cita, el cual establece de manera expresa las condiciones necesarias para que el cónyuge supérstite pueda acceder a dicho derecho.
Que la actora, no aportó documento alguno que acreditara una incapacidad que le impidiera realizar actividades laborales, así como tener la edad requerida por el citado artículo 81, para tener derecho a la pensión reclamada; y en consecuencia, al no haberse acreditado ninguno de los supuestos establecidos en el multicitado artículo, resultó jurídicamente improcedente que se le concediera la pensión solicitada, por lo que sostiene, que la resolución emitida por su representada se encuentra fundada y motivada, y fue dictada en estricto apego al marco normativo vigente.

3. En su tercer disenso el apelante se duele de que se considerara que su representada debió otorgar la pensión por orfandad a ******, ya que afirma, que no se encuentra dentro de los supuestos que establece el artículo 81, fracción l, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, que negó la pensión al actor, debido a que no solicitó una pensión ni trámite alguno, ni su madre acreditó el requisito legal de encontrarse estudiando mediante documentación emitida por una institución oficial o reconocida, conforme al artículo 80, fracción l, apartado B, de la citada ley, donde se establece que los hijos del trabajador fallecido tendrán derecho a pensión por orfandad hasta los 25 años, siempre y cuando acrediten estar realizando estudios en instituciones oficiales o reconocidas.
4. Por último, en el cuarto concepto de agravio refiere el recurrente que la carga de la prueba recae exclusivamente en la persona interesada, que el artículo 81, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio Estado de San Luis Potosí, no impone a la autoridad la obligación de emitir prevenciones ni de suplir la falta de documentación, y la ausencia de requerimiento o advertencia alguna no crea derecho ni subsana el incumplimiento de un requisito legal indispensable, por lo que sostiene, que la actuación de su representada se encuentra ajustada a derecho, en apego al principio de legalidad. 
Que si bien, la Resolutora sustentó su resolución en el artículo 21, primer párrafo, del Código Procesal Administrativo, que señala que cuando los escritos que presenten los interesados no cumplan los requisitos aplicables, se debe prevenir a los interesados; sin embargo, perdió de vista que ******, no presentó escrito alguno ante su representada y por ende, no se actualizaba la obligación prevista en dicho numeral; que además, la supletoriedad del Código Procesal Administrativo, no es aplicable, en tanto que la Ley de Pensiones, establece el procedimiento que debe seguirse cuando una persona solicite una pensión.

Añade, que las prevenciones se hacen únicamente cuando en el escrito exista una omisión, no cuando el interesado incumpla con la obligación de presentar las pruebas que acredite su dicho, ni cuando un tercero comparezca aduciendo tener la representación, como en el caso, que ******, acudió a presentar una solicitud para que se le otorgara pensión por orfandad a ******, cuando este, en la fecha en que su madre presentó la solicitud ya contaba con la mayoría de edad y con la facultad de ejercicio, sin que se encuentre acreditado que carece de alguna facultad legal que le impida ejercer valerse por sí mismo.
Que el artículo 179, fracción V, del Código Procesal Administrativo señala la obligación de las dependencias de admitir todas las pruebas, que la autoridad que representa, sí admitió y valoró las pruebas aportadas por la solicitante; y, la negativa a la pensión por viudez y orfandad no se debió a un rechazo probatorio, sino a que la misma no presentó la documentación necesaria para acreditar los requisitos legales que generan el derecho a la prestación; por lo que sostiene, que no existe violación al derecho de prueba ni al principio de debido proceso.
Como inicialmente se dijo, devienen inoperantes los resumidos agravios.

En primer término, en lo referente al agravio identificado como segundo, en el cual plantea el recurrente que la Sala hizo un análisis incongruente, pues determinó que su representada fue omisa en fundar y motivar al momento de resolver sobre la solicitud presentada por la actora, que no se cumplió con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, cuando en un considerando anterior señaló que el acto impugnado si se encontraba debidamente fundado y motivado, mismo que sostiene, se rigió con lo establecido por la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, por lo cual, fue dictado en apego al marco normativo vigente.

Lo esgrimido por la autoridad recurrente deviene de inoperante; para demostrar tal calificativa y como resultado de un estudio del considerando relativo de la sentencia recurrida a que se hace referencia en estos agravios, se conviene que el apelante parte de una premisa falsa, toda vez que, la A quo no determinó que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar la resolución impugnada, si no que razonó que los conceptos de impugnación relativos a ello, resultaban infundados, pues el oficio ****** de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, se encontraba suficientemente fundado y motivado, ya que la demandada cumplió con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en la resolución controvertida, pues precisó de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, tuvo en consideración, así como los dispositivos legales correspondientes, para llegar a la conclusión que no había lugar a declarar procedente la pensión de viudez y de orfandad.

Por tanto, la A quo arribó a la conclusión que si la autoridad demandada señaló como motivos torales el que la actora fue omisa en acreditar su derecho a la pensión de viudez y orfandad, y siendo el caso que no aportó medio de prueba para justificar la dependencia económica; en respeto al derecho de audiencia, y en concordancia con lo establecido en los artículos 21 y 179, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, debió requerirla a efecto de que presentara las pruebas correspondientes con las que acreditara encontrarse en las hipótesis que prevé los artículos 80 y 81, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores del Estado, o por lo menos que alegara lo que a su derecho conviniera respecto de dichos requisitos, lo cual dijo, no realizó.

Actualizándose con ello, la causa de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dicta en contravención de las disposiciones aplicables, esto es, el derecho de garantía de audiencia, en concreto de aportar pruebas, previsto por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y su correlativo 179, fracción V, del citado Código.

Por lo que, es de concluirse que el apelante parte de premisas falsas pues la Sala de origen no determinó que su representada fue omisa en fundar y motivar el oficio ****** de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, sino que la ilegalidad advertida por la A quo, fue relativa a que el acto impugnado se dictó en contravención de las disposiciones aplicables, esto es, el derecho de garantía de audiencia, en concreto de aportar pruebas.
El criterio aquí sustentado tiene su apoyo en la siguientes Tesis Jurisprudenciales:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida”.

Por otro lado, análoga calificación merecen los agravios primero, tercero y cuarto, los cuales se analizan de manera conjunta
, en atención a la estrecha relación que guardan entre sí, en los que en esencia plantea que la sentencia recurrida no cumple con el principio de congruencia, dado que concede un derecho a quien no lo ha solicitado ante la autoridad administrativa, pues afirma, que ******, no acudió ante la Dirección de Pensiones, a hacer solicitud alguna; que para prevenir se necesitaba en forma imprescindible una solicitud para que la autoridad administrativa actuara, y en las constancias de autos no se advierte ningún escrito que acredite que ******, haya acudido ante su representada a hacer solicitud alguna; máxime, que en la fecha en que su madre ******, presentó la solicitud ya contaba con la mayoría de edad y con la facultad de ejercicio, sin que se encuentre acreditado que carece de alguna facultad legal que le impida ejercer valerse por sí mismo.

Dichos agravios son inoperantes, al ser una reiteración de los argumentos que expresó el apelante al contestar su demanda, mismos que ya fueron contestados en la sentencia recurrida, siendo que la Primera Sala Unitaria consideró al respecto que de la resolución impugnada contenida en el oficio ****** de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, se advertía que se declaró improcedente la pensión por orfandad a favor de ******, que dicho acto le causaba perjuicio, ya que le impedía gozar de la pensión que alega corresponderle; por tanto, resultaba indudable el interés jurídico que le asistía al diverso actor para promover el juicio de nulidad, a fin de que se analizara si el acto impugnado era contrario a la ley, y por ende violatorio de sus derechos.
Entonces, se advierte claramente que la recurrente no combate de manera íntegra las consideraciones en que se apoyó la Primera Sala Unitaria, luego como esos argumentos no son más que un mero intento de llevar sustancia a la revisión en esta alzada, sin que exista discusión sobre las consideraciones torales que motivaron para considerar que resultaba indudable el interés jurídico que le asistía a ******, para promover el juicio de nulidad, dado que en la resolución impugnada de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, se declaró improcedente la pensión por orfandad solicitada a favor; por ende es inconcuso la calificación que se otorga a dichos disensos.

Cobra aplicación, la jurisprudencia 1a./J. 85/2008, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del tenor siguiente:

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE SÓLO PROFUNDIZAN O ABUNDAN EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado reiteradamente que una de las modalidades de la inoperancia de los agravios radica en la repetición de los argumentos vertidos en los conceptos de violación. Al respecto, conviene aclarar que si bien una mera repetición, o incluso un abundamiento en las razones referidas en los conceptos de violación, pueden originar la inoperancia, para que ello esté justificado es menester que con dicha repetición o abundamiento no se combatan las consideraciones de la sentencia del juez de distrito. Este matiz es necesario porque puede darse el caso de que el quejoso insista en sus razones y las presente de tal modo que supongan una genuina contradicción de los argumentos del fallo. En tal hipótesis la autoridad revisora tendría que advertir una argumentación del juez de amparo poco sólida que pudiera derrotarse con un perfeccionamiento de los argumentos planteados ab initio en la demanda. Sin embargo, también puede suceder que la repetición o abundamiento de los conceptos de violación no sea más que un mero intento de llevar sustancia a la revisión, siendo que las razones sostenidas tanto en los conceptos de violación como en los agravios ya fueron plenamente respondidas por el juzgador. En estos casos, la autoridad revisora debe cerciorarse de que el fallo recurrido presenta una argumentación completa que ha contestado adecuadamente todos los planteamientos de la demanda de amparo, tanto en lo cualitativo como en lo cuantitativo, para estar en aptitud de declarar la inoperancia de los agravios al concluir que aun cuando el recurrente intenta abundar o profundizar sus conceptos de violación, con ello no combate la ratio decidendi del fallo recurrido”
.

Así como también, el emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, cuyos rubro y texto son los siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. RESULTAN INOPERANTES SI SON UNA REPETICIÓN DE LOS AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. Si los conceptos de violación son una reiteración, casi literal de los agravios invocados por el hoy quejoso en el recurso de apelación ante la Sala responsable, ya que sólo difieren en el señalamiento del órgano que emitió la sentencia, pues en los agravios se habla del Juez de primer grado o Juez a quo y en los conceptos de violación de los Magistrados o de la Sala o autoridad ad quem; entonces, debe concluirse que los denominados conceptos de violación son inoperantes por no combatir las consideraciones de la responsable al resolver tal recurso, que es el objetivo de los conceptos de violación en el amparo directo civil”.

En lo relativo a los agravios donde refiere el apelante que ******, acudió a presentar una solicitud para que se le otorgara pensión por orfandad a ******, cuando este, en la fecha en que su madre presentó la solicitud ya contaba con la mayoría de edad y con la facultad de ejercicio, sin que se acreditara que carecía de alguna facultad legal que le impidiera valerse por sí mismo; debe decirse, que lo que pretende la autoridad es mejorar la motivación de su acto, lo cual no es válido, al encontrarse dicho impedimento contenido en el artículo 244, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Se dice lo anterior, ya que en el oficio ****** de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, referente a la pensión por orfandad solicitada a favor de ******, señaló lo siguiente:

“SEXTO.- Por todos y cada uno de los razonamientos vertidos en líneas anteriores esta H. JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO, acuerda por unanimidad de votos que NO ES PROCEDENTE el otorgamiento de la TRANSMISIÓN DE PENSIÓN POR VIUDEZ a favor de la C. ******.

Cabe hacer mención, que en el pliego testamentario y designación de deudos del finado fueron designados como beneficiarios la peticionaria y su hijo el C. ******, quien se encuentra dentro de los supuestos que establece el artículo 80 fracc I, de la Ley de Pensiones, ya que al día del fallecimiento del C. ****** contaba con la edad de 21 años, el artículo 80 de la Ley de Pensiones, establece:

ARTICULO 80. El derecho a disfrutar pensión concluye:

1. Para los hijos del trabajador, al cumplir dieciocho años de edad. La Dirección de Pensiones puede prorrogar la pensión de orfandad, después de alcanzar el huérfano la edad de 18 años.

a) Si el hijo no puede mantenerse por su propio trabajo debido a una enfermedad duradera, defecto físico o psíquico, o cualquier otra discapacidad que le impida valerse por sí mismo, y

b) Si el hijo se encuentra estudiando en instituciones públicas autorizadas por la Secretaría de Educación Pública del Estado, tomando en consideración las condiciones económicas, familiares y personales del beneficiario y hasta una edad no mayor de 25 años, y

Del numeral antes citado, se deprende que el derecho a disfrutar prensión para los hijos persiste hasta los 25 años, siempre y cuando el hijo se encuentre estudiando, por lo que a fin de determinar si es procedente o no la transmisión por orfandad a favor de ******, es necesario, que el interesado presente constancias con los cuales acredite estar estudiando en alguna institución pública autorizada por la Secretaría de Educación Pública.”
De ahí que, para determinar la validez o nulidad de una resolución o acto administrativo, las Salas del Tribunal deben atender exclusivamente a la fundamentación y motivación externadas en ellos, sin considerar los argumentos planteados en la contestación a la demanda y/o un documento distinto, tendientes a modificar o ampliar la fundamentación y motivación dadas en la resolución o acto combatido, pues el fin del proceso administrativo precisamente es combatir actos y resoluciones deficientemente fundados o motivados.

Al efecto es aplicable, la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable bajo el número de registro 917740, 7ª Época, del rubro y texto siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

De igual forma, tienen aplicación por analogía las Tesis: III.1o.A.163 y XXI.2o. J/4, del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, respectivamente, del rubro y texto siguiente:

“RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. AL EMITIR LA DETERMINACIÓN DEL RECURSO DE REVOCACIÓN O AL CONTESTAR LA DEMANDA, LA AUTORIDAD NO PUEDE CAMBIAR LA MOTIVACIÓN DE AQUÉLLA. El artículo 22, primer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece: "En la contestación de la demanda no podrán cambiarse los fundamentos de derecho de la resolución impugnada.". Ahora bien, no obstante que este precepto sólo alude a "los fundamentos de derecho", ello no debe llevarse al extremo de que no incluya la motivación, dado que ambos requisitos son exigibles para cumplir con los artículos 38, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, aun cuando el citado numeral 22 únicamente se refiere a la contestación de la demanda, también es aplicable a la resolución del recurso de revocación, porque no existe disposición que autorice a mejorar la indicada motivación en ese caso, por el contrario, ambos requisitos (fundamentación y motivación), deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros, como lo manda la jurisprudencia 206 de la Segunda Sala del Máximo Tribunal de Justicia del País, visible en la página 168 del Tomo VI, Materia Común, Jurisprudencia, Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, de rubro: "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO." PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.”

“ACTO RECLAMADO, FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DEL. No basta que en el documento señalado como acto reclamado, la autoridad hacendaria responsable alegue que citó preceptos relativos a su competencia para que cumpla con el requisito constitucional de fundamentación a su acto, si no que es necesario, además, que dicho documento contenga la expresión del precepto legal aplicable al caso que sirva de apoyo al mandamiento reclamado, cuyo presupuesto normativo revele que la conducta del gobernado encuadra en el mismo y, por ende, que se encuentra obligado al pago de la multa impugnada; igualmente, si de los propios argumentos de inconformidad se advierte que por cuanto hace a la motivación del acto reclamado, la autoridad hacendaria se remite a lo que ya había expuesto como argumento de esa motivación, en diverso oficio en el que también había negado al quejoso la condonación de multa solicitada, ello es insuficiente para que su mandamiento reúna el requisito de motivación del artículo 16 constitucional, toda vez que éste debe constar en el cuerpo mismo del documento constitutivo del acto de molestia y no en diverso. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO PRIMER CIRCUITO.”

De esta manera, es que los agravios en estudio devienen inoperantes, debido a que la autoridad demandada pretende mejorar la motivación expuesta en la resolución impugnada de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco; al señalar que ******, acudió a presentar una solicitud para que se le otorgara pensión por orfandad a ******, cuando este, en la fecha en que su madre presentó la solicitud ya contaba con la mayoría de edad y con la facultad de ejercicio, sin que se acreditara que carecía de alguna facultad legal que le impidiera valerse por sí mismo; sin embargo, en el cuerpo de la resolución impugnada no plasmó dichas consideraciones, por lo que no es válido variar la motivación del acto. 

Por último, en cuanto al disenso donde plantea el recurrente que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio Estado de San Luis Potosí, no impone a la autoridad la obligación de emitir prevenciones ni de suplir la falta de documentación, que la supletoriedad del Código Procesal Administrativo, no es aplicable, en tanto que dicha Ley de Pensiones, establece el procedimiento que debe seguirse cuando una persona solicite una pensión; resulta inoperante, pues parte de una premisa falsa.

Se otorga dicha calificativa, en virtud de que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio Estado de San Luis Potosí
, tiene por objeto regular las pensiones, jubilaciones, servicios y demás prestaciones de los servidores públicos al servicio de las instituciones de la administración pública estatal y municipal, así como las particularidades en cuanto a derechos y obligaciones de las pensiones; mientras que el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es la norma adjetiva que regula los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas
.

En el caso, la litis consistió en dirimir la legalidad de la resolución de treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, dictado por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual, resolvió como improcedente el otorgamiento de pensión por viudez y orfandad; por lo cual, contrario a lo dicho por el apelante, resulta aplicable en lo adjetivo el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al ser un procedimiento administrativo de la administración pública estatal centralizada.

No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, con los agravios expresados.

Resulta aplicable la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, Registro digital: 162941, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 

“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Así como, la tesis de Jurisprudencia, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Tesis: 2a. LXV/2010, Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 447, Registro digital: 164181, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:

“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de veintinueve de octubre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso administrativo ******/2025/1.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada ******, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE
ÚNICO. Se declara improcedente el recurso de apelación planteado por ******, en su carácter de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, en contra de la resolución de veintinueve de octubre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo ******/2025/1, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora y por oficio las autoridades demandadas; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido y remítanse los autos a la Sala de su origen.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
�Foja 77 de los autos del Juicio de Origen.


�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


�Fojas 09-11 del Toca.





�Fojas 24 y 25 del Toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 


�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Foja 34 del expediente de origen.


�“Artículo 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar.


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”


� Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� Registro digital: 2008226 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época; Materias(s): Común Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo II, página 1605 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 2001825 Instancia: Segunda Sala; Décima Época Materias(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIII,  Octubre de 2012, Tomo 3, página 1326 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 144, registro digital 169004.


� Consultable en la página 845 cinco del tomo XI, marzo de 2000, Materia Común, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época.


� Registro digital: 917740 Instancia: Segunda Sala Séptima Época Materias(s): Común Tesis: 206 Fuente: Apéndice 2000. Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, página 168 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 163020 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: A Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Enero de 2011, página 3258 Tipo: Aislada


� Registro digital: 212133 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Octava Época Materias(s): Común Tesis: XXI.2o. J/4 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 78, Junio de 1994, página 83 Tipo: Jurisprudencia


� “ARTÍCULO 1º. La presente Ley es de orden público e interés general; tiene por objeto regular las pensiones, jubilaciones, servicios y demás prestaciones de los servidores públicos al servicio de las instituciones de la administración pública estatal, y municipal, en su caso, que contribuyan con aportaciones a la Dirección de Pensiones y que formen parte de cualquiera de los sectores cotizantes; así como las particularidades en cuanto a derechos y obligaciones de las pensiones que otorguen los sectores cotizantes y que se encuentran contenidos en esta Ley.”


� “ARTÍCULO 1º. El presente Código es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.


ARTÍCULO 2º. Los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos.


El procedimiento contencioso en materia de impartición de la justicia administrativa será competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en términos de su respectiva ley orgánica.”


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.





� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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